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   RECURSO DE REVISIÓN 1230/2021-2 SICOM.
COMISIONADO PONENTE: 

LIC. JOSÉ ALFREDO SOLIS RAMÍREZ
ENTE OBLIGADO:

InsTITUTO DE CAPACITACION PARA EL TRABAJO

DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ

San Luis Potosí, San Luis Potosí. Acuerdo del Pleno de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, correspondiente a la Sesión Extraordinaria 23 veintitrés de marzo de 2022 dos mil veintidós.  
VISTOS, para resolver, los autos del recurso de revisión identificado al rubro; y
R E S U L T A N D O:

PRIMERO. Solicitud de acceso a la información pública. Según consta en la Plataforma Nacional de Transparencia con folio 240468621000011 el 04 cuatro de noviembre de 2021 dos mil veintiuno, el Instituto de Capacitación para el Trabajo del Estado de San Luis Potosí, recibió una solicitud de acceso a la información requiriendo lo siguiente:

“1.- LISTE LOS NOMBRES DE LOS INSTRUCTORES QUE IMPARTIERON CURSOS DE CAPACITACION EN LOS MESES DE AGOSTO, SEPTIEMBRE Y OCTUBRE QUE SE ENCUENTRAN ADSCRITOS A LA COORDINACIÓN DE CD VALLES Y UNIDAD HUEHUETLAN

2- MENCIONE EN QUE BANCO SE REALIZAN LOS DEPOSITOS DE PAGO DE LOS CURSOS DE CAPACITACION QUE IMPARTEN DICHOS INSTRUCTORES

3.-MENCIONE SI FÍSICAMENTE LOS INSTRUCTORES ADSCRITOS DE DICHAS UNIDADES CUENTAN CON SUS TARJETAS DE NOMINA PARA PODER COBRAR SUS EMOLUMENTOS

4-ORGANIGAMENTE DE QUE DIRECCION DE AREA DEPENDEN LOS INSTRUCTORES EN COMENTO

5.-DESCRIBA EL PROCESO QUE SIGUE EL ICAT PARA PODER REALIZARLES EL PAGO A LOS INSTRUCTORES EN COMENTO.

6.-MENCIONE SI EL ICAT LE HA PAGADO SUS EMOLUMENTOS A TODOS LOS INSTRUCTORES ADSCRITOS A CD VALLES Y UNIDAD HUEHUETLAN DURANTE LOS MESES DE JULIO, AGOSTO, SEPTIEMBRE Y OCTUBRE.

7.- MUESTRE LOS RECIBOS DE NOMINA DE TODOS LOS INSTRUCTORES ADSCRITOS A CD VALLES Y UNIDAD HUEHUETLAN DURANTE LOS MESES DE JULIO, AGOSTO, SEPTIEMBRE Y OCTUBRE” (sic). 

SEGUNDO. Notificación de la respuesta a la solicitud de acceso a la información pública. El 24 veinticuatro de noviembre de 2021 dos mil veintiuno, el sujeto obligado consta que, a través del Sistema de Comunicación con los Sujetos Obligados de la Plataforma Nacional de Transparencia, otorgó respuesta al escrito de solicitud del recurrente de la manera siguiente:

“Adjunto respuesta a solicitud 240468621000011” (sic) 

Asimismo, adjuntó a su respuesta el archivo digital denominado “Respuesta solicitud 240468621000011.docx”, por medio del cual realizó las siguientes manifestaciones:

“De conformidad con los artículos 1, 4, 6, 11, 12, 15, 23, 59, 60, 61, 74 y 149 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, me permito comunicarle que respecto a la solicitud número 24068621000011, el Instituto de Capacitación para el Trabajo de Estado de San Luis Potosí, no cuenta con instructores adscritos a las áreas solicitadas. ”
TERCERO. Interposición del recurso. El 29 veintinueve de octubre de 2021 dos mil veintiuno, la hoy recurrente interpuso el presente medio de impugnación a través del Sistema de Comunicación con los Sujetos Obligados de la Plataforma Nacional de Transparencia, mismo que quedó presentado el mismo día, mes y año ante oficialía de partes de esta Comisión; mediante el cual señaló como inconformidad lo siguiente:

“SE NIEGA LA INFORMACION, PUES EL INSTITUTO PARA EL DESEMPEÑO DE SUS FUNCIONES CAPACITADORAS  SE AUXILIA DE INSTRUCTORES, MISMOS QUE IMPARTEN LAS CAPACITACIONES CORRESPONDIENTES, POR ELLO RESULTA QUE ESCONDE INFORMACION LA OBLIGADA, SOLICITANDO SE APERCIBA AL JEFE DE LA UNIDAD DE INFORMACION PUBLICA PARA QUE SI SIGUE NEGANDO LA INFORMACION SE LE APLIQUEN LOS MEDIOS QUE LA LEY CONTEMPLA” (sic).
CUARTO. Trámite del recurso de revisión ante esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública. Mediante auto de 30 treinta de noviembre de 2021 dos mil veintiuno, la Presidencia de esta Comisión tuvo por recibido el recurso de revisión que hoy nos ocupa, por lo que razón de turno toco conocer a la Ponencia del Comisionado José Alfredo Solis Ramírez, por lo que se le turnó dicho expediente bajo el número 1230/2021-2 SICOM, para que procediera, previo análisis a su admisión o desechamiento según fuera el caso. 

QUINTO. Auto de admisión y trámite. El 09 nueve de diciembre de 2021 dos mil veintiuno, el Comisionado Ponente acordó la admisión del recurso de recisión por actualizarse la hipótesis de las fracción II del artículo 167 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, tuvo como ente obligado a la INSTITUTO DE CAPACITACION PARA EL TRABAJO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, A TRAVÉS DE SU TITULAR Y DEL TITULAR DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA, en lo sucesivo sujeto obligado. 

Se puso a disposición de las partes el expediente para que en un plazo máximo de 7 siete días manifestaran lo que a su derecho conviniera –ofrecer pruebas y alegar–. 


Por lo tanto, el ponente apercibió al sujeto obligado de que en caso de ser omisos para manifestar lo que a su derecho conviniera respecto del presente recurso, este Órgano Garante resolvería únicamente con base en las documentales que obraran en autos.


SEXTO. Rendición del informe del sujeto obligado e Informe del Sistema Estatal de Documentación y Archivo. Con fecha 08 ocho de marzo de 2022 dos mil veintidós, esta Comisión tuvo por recibido un oficio sin número, emitido por la Titular de la Unidad de Transparencia de la INSTITUTO DE CAPACITACION PARA EL TRABAJO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, con 02 dos anexos que al mismo acompañó, mediante el cual se le tuvo por realizando en tiempo y forma las manifestaciones que a su derecho estimó convenientes.

Asimismo, se tuvo a la parte recurrente por omiso en hacer manifestaciones respecto a lo que a su derecho conviniera. 

Por lo que, en el contexto del mismo proveído se declaró cerrado el periodo de instrucción, asimismo, se ordenó ampliar el plazo para resolver el presente asunto, por lo que, se ordenó remitir el expediente a fin de proceder a la elaboración del proyecto de resolución correspondiente.

  C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Competencia. Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública es competente para conocer del presente asunto, de acuerdo con los artículos 6, párrafo cuarto, apartado A, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 17, fracción III, párrafo tercero, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 27, primer párrafo, 34, fracciones I y II, 35, fracción I, y 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública de este Estado. 

SEGUNDO. Procedencia. El recurso de revisión es procedente en términos del artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en virtud de que fue interpuesto en tiempo y se encuentran satisfechos los requisitos que establece la misma; asimismo el recurrente se inconformó en contra de la respuesta a su solicitud de información por parte del sujeto obligado.

TERCERO. Caso Concreto. Caso Concreto. En la solicitud de acceso a la información, el hoy recurrente solicitó al INSTITUTO DE CAPACITACION PARA EL TRABAJO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ. a saber: 

“ 1.- LISTE LOS NOMBRES DE LOS INSTRUCTORES QUE IMPARTIERON CURSOS DE CAPACITACION EN LOS MESES DE AGOSTO, SEPTIEMBRE Y OCTUBRE QUE SE ENCUENTRAN ADSCRITOS A LA COORDINACIÓN DE CD VALLES Y UNIDAD HUEHUETLAN

2- MENCIONE EN QUE BANCO SE REALIZAN LOS DEPOSITOS DE PAGO DE LOS CURSOS DE CAPACITACION QUE IMPARTEN DICHOS INSTRUCTORES

3.-MENCIONE SI FÍSICAMENTE LOS INSTRUCTORES ADSCRITOS DE DICHAS UNIDADES CUENTAN CON SUS TARJETAS DE NOMINA PARA PODER COBRAR SUS EMOLUMENTOS

4-ORGANIGAMENTE DE QUE DIRECCION DE AREA DEPENDEN LOS INSTRUCTORES EN COMENTO

5.-DESCRIBA EL PROCESO QUE SIGUE EL ICAT PARA PODER REALIZARLES EL PAGO A LOS INSTRUCTORES EN COMENTO.

6.-MENCIONE SI EL ICAT LE HA PAGADO SUS EMOLUMENTOS A TODOS LOS INSTRUCTORES ADSCRITOS A CD VALLES Y UNIDAD HUEHUETLAN DURANTE LOS MESES DE JULIO, AGOSTO, SEPTIEMBRE Y OCTUBRE.

7.- MUESTRE LOS RECIBOS DE NOMINA DE TODOS LOS INSTRUCTORES ADSCRITOS A CD VALLES Y UNIDAD HUEHUETLAN DURANTE LOS MESES DE JULIO, AGOSTO, SEPTIEMBRE Y OCTUBRE”(sic)
Como respuesta a la solicitud, la dependencia comunico la inexistencia de dicha información, en tanto que no contó con instructores adscritos a las unidades solicitadas.

Inconforme con lo anterior, el hoy recurrente señaló; a saber:

“ SE NIEGA LA INFORMACION, PUES EL INSTITUTO PARA EL DESEMPEÑO DE SUS FUNCIONES CAPACITADORAS  SE AUXILIA DE INSTRUCTORES, MISMOS QUE IMPARTEN LAS CAPACITACIONES CORRESPONDIENTES, POR ELLO RESULTA QUE ESCONDE INFORMACION LA OBLIGADA, SOLICITANDO SE APERCIBA AL JEFE DE LA UNIDAD DE INFORMACION PUBLICA PARA QUE SI SIGUE NEGANDO LA INFORMACION SE LE APLIQUEN LOS MEDIOS QUE LA LEY CONTEMPLA…” (sic)
Por su parte, a través de su escrito de informe, el sujeto obligado reitero su respuesta original y realizó las siguientes manifestaciones:

CUARTO. Estudio de fondo. Así entonces, la presente resolución determinará si la respuesta otorgada por el sujeto obligado, fue apagada a los procedimientos establecidos en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, así como sí el sujeto obligado cumplió a cabalidad con la entrega de la información solicitada por la parte recurrente.
Los artículos 3°, fracción XIII y 4° de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí:

“ARTÍCULO 3°. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:

(…)

XIII. Documento: oficios, acuerdos, correspondencia, directivas, circulares, minutas, expedientes, reportes, estudios, contratos, actas, convenios, resoluciones, instructivos, memorandos, notas, estadísticas, sondeos, encuestas, expresiones y representaciones materiales que den constancia de un hecho o acto del pasado o del presente, de las entidades y de las personas en el servicio público en el ejercicio de sus funciones; o cualquier otro registro que documente la existencia y actividades de los sujetos obligados, sin excepción de su fuente, tipo o fecha de elaboración. Los documentos pueden ser papeles escritos, o en cualquier medio o formato impreso, sonoro, electrónico, fotográfico, gráfico, visual, holográfico, electrónico o digital;”
“ARTÍCULO 4°. El derecho humano de acceso a la información comprende solicitar, investigar, difundir, buscar y recibir información. Toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada o en posesión de los sujetos obligados es pública y accesible a cualquier persona en los términos y condiciones que se establezcan en la Ley General; en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte; la esta Ley; y la normatividad aplicable en sus respectivas competencias, sólo podrá ser clasificada excepcionalmente en los términos que fija la ley.”

Conforme a lo anterior, tenemos las definiciones de lo que para la materia se considera documento, el cual es: cualquier manifestación gráfica, sonora, física o electrónica, que dé constancia de las actividades realizadas por los sujetos obligados en el ejercicio de sus facultades, competencias, funciones o jurisdicciones; Asimismo, con el segundo se advierte el concepto del derecho acceso a la información como el cual es coma aquí siempre rotativa por medio de la cual todas las personas se encuentran en capacidad de solicitar investigar difundir publicitar y adquirir la información que se encuentra en posesión y es generada por los sujetos obligados, sin mayor excepción que aquella que se encuentra fijada en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.

Ahora bien, del mismo modo resulta necesario precisar lo señalado en los artículos 18, 19 y 20 de la Ley de la materia, los cuales establecen lo siguiente:

“ARTÍCULO 18. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones.”

ARTÍCULO 19. Se presume que la información debe existir si se refiere a las facultades, competencias y funciones que los ordenamientos jurídicos aplicables otorgan a los sujetos obligados. En los casos en que ciertas facultades, competencias o funciones no se hayan ejercido, se debe motivar la respuesta en función de las causas que motiven la inexistencia.

ARTÍCULO 20. Ante la negativa del acceso a la información o su inexistencia, el sujeto obligado deberá demostrar que la información solicitada está prevista en alguna de las excepciones contenidas en esta Ley o, en su caso, demostrar que la información no se refiere a alguna de sus facultades, competencias o funciones.

[…] ”


De lo antes transcrito es posible divertir que los sujetos obligados tienen el deber de documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades por ende se presume que si se encuentra dentro de sus facultades ejercer algún acto o emitirlo, la documentación que se derive de ello se encontrará en condiciones de existencia; por lo cual, ante la negativa de la entrega de la información, por parte del sujeto obligado, este deberá demostrar que la información solicitada se encuentra en alguna de las excepciones establecidas en la Ley de la materia, o en su caso, que la información no se refiere a alguna de sus facultades, competencias o funciones.
6.1. Agravio fundado. Así, se vuelve necesario determinar si en el asunto, el sujeto obligado posee las facultades para llevar a cabo la contratación y designación de instructores, en las unidades administrativas solicitadas por la parte que ahora recurre, para lo que resulta preciso esclarecer lo que el efecto señala el Decreto de Creación del Instituto de Capacitación para el Trabajo del Estado de San Luis Potosí en su artículo 18, fracción I, así como el diverso12, del Reglamento Interior del referido Instituto, mismos que la letra señalan lo siguiente:
“ARTICULO 18. Corresponde al Area de Apoyo Administrativo. 

I. Planear, organizar, coordinar, evaluar y controlarla aplicación de los recursos humanos, financieros, materiales y los servicios generales que requiera el Instituto, previa autorización del Director General.”

“ARTÍCULO 21. De conformidad con el Artículo 8* fracciones  y ll de la Ley y párrafo segundo del artículo 23 del Decreto de Creación del Instituto, serán considerados como trabajadores de confianza, el Director General, Directores de Área, Directores de Unidad y Jefes de Área de Unidades.

Los trabajadores administrativos distintos a los señalados en el párrafo anterior, se reputan de base, siempre que no desarrollen actividades que impliquen la categoría de confianza, manejo de recursos financieros, materiales y humanos, los cuales de acuerdo al nombramiento que se les cloque, realizarán funciones que se requieran para el desarrollo administrativo y operativo de Instituto. 

Los Instructores serán considerados como profesionales, mismos que serán contratados por curso y tiempo determinado, de conformidad con los criterios que establezca la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en lo referente Honorarios asimilables a sueldos. Asimismo, serán instructores aquellos que sus actividades sean exclusivamente de capacitación para y en el trabajo. ya sea dentro de las instalaciones de las Unidades dependientes del Instituto, Acciones Móviles otros lugares en donde se impartan cursos de capacitación auspiciados por el Instituto.

Por tanto, no se reputará como relación de trabajo, independientemente del nombre que se le asigne, la que se establezca ente el Instituto y los Instructores, por lo que el Instituto y los Instructores quedarán constreñidos a los términos del contrato que se establezca por servicios profesionales prestados.
El Director General, podrá de manera discrecional, según la disponiblidad de recursos financieros y las políticas presupuestarias, contratar personal que desarrolle actividades de apoyo y asistencia determinadas y por tiempo determinado, los cuales serán considerados como eventuales.
De conformidad con lo anterior, Instituto de capacitación para el trabajo Del Estado de San Luis Potosí cuenta con la unidad administrativa denominada área de apoyo administrativo la cual se encarga entre otras circunstancias de planear organizar coordinar evaluar y controlar la aplicación de los recursos humanos administrativos y financieros así como los servicios generales que requiere el Instituto previa autorización del director general; Asimismo por el segundo de los numerales se establece, entre otras circunstancias que los instructores se consideran trabajadores temporales bajo el régimen de honorarios asimilables a sueldos, Independientemente del lugar en el que presten sus servicios.
Así las cosas, el sujeto obligado posee las facultades para designar los recursos humanos necesarios para la persecución y realización de sus fines por lo tanto es de considerarse que la información solicitada por el ahora recurrente pudo ser generada; lo anterior toda vez que de la interpretación armónica de los numerales 18,19 y 20 de la ley de la materia, el sujeto obligado debió fundamentar y motivar adecuadamente la imposibilidad en la que se encontró para remitir la información solicitada.

De esta forma, cobra relevancia esclarecer lo que al efecto estipula la Ley de la materia en los artículos 52, 151, 160 y 161 de la ley de la materia mismos que se citan a continuación:
“[…]

ARTÍCULO 52. Cada Comité de Transparencia tendrá las siguientes funciones:

I. Instituir, coordinar y supervisar, en términos de las disposiciones aplicables, las acciones y los procedimientos para asegurar la mayor eficacia en la gestión de las solicitudes en materia de acceso a la información;

II. Confirmar, modificar o revocar las determinaciones que en materia de ampliación del plazo de respuesta, clasificación de la información y declaración de inexistencia o de incompetencia realicen los titulares de las áreas de los sujetos obligados; 

III. Ordenar, en su caso, a las áreas competentes que generen la información que derivado de sus facultades, competencias y funciones deban tener en posesión o que previa acreditación de la imposibilidad de su generación, exponga, de forma fundada y motivada, las razones por las cuales, en el caso particular, no ejercieron dichas facultades, competencias o funciones;

IV. Establecer políticas para facilitar la obtención de información y el ejercicio del derecho de acceso a la información;

V. Promover la capacitación y actualización de los servidores públicos o integrantes adscritos a las unidades de transparencia;

VI. Crear programas de capacitación en materia de transparencia, acceso a la información, accesibilidad y protección de datos personales, para todos los servidores públicos o integrantes del sujeto obligado;

VII. Recabar y enviar a la CEGAIP, de conformidad con los lineamientos que esta expida, los datos necesarios para la elaboración del informe anual;

VIII. Solicitar y autorizar la ampliación del plazo de reserva de la información a que se refiere el artículo 115 de la presente Ley;

IX. Realizar los trámites y gestiones necesarios ante las instituciones u organismos públicos que corresponda que corresponda (sic), para cumplir con sus funciones;

X. Aprobar el Programa Anual de Acciones de Mejoramiento de la Transparencia que le presente la unidad de transparencia de la entidad pública de que se trate, mismo que servirá para evaluar el desempeño de los servidores públicos en la materia;

XI. Elaborar el informe anual que cada sujeto obligado deberá enviar a la CEGAIP, en el que se dé cuenta de la aplicación de esta Ley, y

XII. Las demás que se desprendan de la normatividad aplicable.

[…]”

ARTÍCULO 151. Los sujetos obligados deberán otorgar acceso a los Documentos que se encuentren en sus archivos o que estén obligados a documentar de acuerdo con sus facultades, competencias o funciones en el formato en que el solicitante manifieste, de entre aquellos formatos existentes, conforme a las características físicas de la información o del lugar donde se encuentre así lo permita. 
Artículo 160. Cuando la información no se encuentre en los archivos del sujeto obligado, el Comité de Transparencia: 

I. Analizará el caso y tomará las medidas necesarias para localizar la información; 

Il. Ordenará, siempre que sea materialmente posible, que se genere o se reponga la información en caso de que esta tuviera que existir en la medida que deriva del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, o que previa acreditación de la imposibilidad de su generación, exponga de forma fundada y motivada, las razones por las cuales en el caso particular no ejerció dichas facultades, competencias o funciones, lo cual notificará al solicitante a través de la Unidad de Transparencia, y 

III. Ordenará, siempre que sea materialmente posible, que se genere o se reponga la información en caso de que ésta tuviera que existir en la medida que deriva del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, o que previa acreditación de la imposibilidad de su generación, exponga de forma fundada y motivada, las razones por las cuales en el caso particular no ejerció dichas facultades, competencias o funciones, lo cual notificará al solicitante a través de la Unidad de Transparencia, y

IV. Notificará al órgano interno de control o equivalente del sujeto obligado quien, en su caso, deberá iniciar el procedimiento de responsabilidad administrativa que corresponda.

ARTÍCULO 161. La resolución del Comité de Transparencia que confirme la inexistencia de la información solicitada contendrá los elementos mínimos que permitan al solicitante tener la certeza de que se utilizó un criterio de búsqueda exhaustivo, además de señalar las circunstancias de tiempo, modo y lugar que generaron la inexistencia en cuestión y señalará al servidor público responsable de contar con la misma. 

[…]”

Los numerales transcritos establecen que los sujetos obligados deberán otorgar el acceso a los documentos que se encuentren en sus archivos o que se encuentren obligados a documentar de acuerdo con sus facultades competencias o funciones; por lo cual, para cumplimiento de lo establecido en la Ley de la materia, cada sujeto obligado deberá contar con un Comité de Transparencia, el cual podrá declarar la inexistencia de la información que el sujeto obligado tenia facultad, competencia o función de generar, pero que no se encuentra en sus archivos, para lo cual deberá seguir el procedimiento establecido en la Ley; asimismo, que en caso de que sea necesaria la declaración formal de inexistencia, la resolución que declare la inexistencia de la información, deberá contar con algunas características fundamentales, entre las cuales se encuentra: 1. Realizar las gestiones necesarias para localizar la información; 2. Ordenará la reposición de la información siempre que esto sea posible, o que previa acreditación de la imposibilidad de su reposición exponga de manera fundada y motivada las razones por las cuales en el caso en concreto no ejerció dichas facultades; 3. Notificará a la unidad administrativa que corresponda, para la posible imposición de una responsabilidad administrativa

Así las cosas, resultaba imperante que el sujeto obligado llevarse a cabo el procedimiento señalado en la ley de la materia, a fin de crédito en sus extremos la búsqueda exhaustiva de la información así como fundar y motivar adecuadamente las razones motivos o circunstancias por las cuales se encuentra sin información solicitada por la parte recurrente, No obstante que él mismo posee facultades para su generación; no resultado visual anterior las manifestaciones realizadas por el sujeto obligado en el sentido de que él mismo no cuenta con facultades expresas que le obliguen a generar dicha información pues, puse los elementos suficientes para generar la suposición de su generación en tanto que puede llevar a cabo contrataciones y disponer de los recursos humanos necesarios para el desarrollo de sus fines.
6.4. Conclusiones. Así las cosas, la respuesta otorgada por el sujeto obligado fue alejada de los principios de congruencia y exhaustividad, previstos en el artículo 165, fracción III del Código de Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, de aplicación supletoria a la ley de la materia, que a la letra señala:
“ARTÍCULO 165. Son requisitos del acto administrativo:

“[…]

III. Que se expida de manera congruente con lo solicitado y resolver expresamente todos los puntos propuestos por el interesado o previstos por las normas.”

[…]”.

De acuerdo con el artículo transcrito, son considerados válidos los actos que reúnan, entre otros elementos, los principios de congruencia y exhaustividad, entendiendo por lo primero que las consideraciones vertidas en la respuesta sean armónicas entre sí, no se contradigan, y guarden concordancia entre lo solicitado y la respuesta; y por lo segundo, que se pronuncie expresamente sobre cada punto.

Además, cabe señalar que los sujetos obligados deben cumplir los principios de congruencia y exhaustividad, es decir, otorgar una respuesta lógica y acorde a lo especialmente peticionado, y atendiendo de manera puntual, expresa y categórica cada uno de los contenidos de información requeridos, con la finalidad de satisfacer la solicitud correspondiente. Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio 02/17 emitido por el Pleno del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales (INAI), que a la letra señala lo siguiente:

“Congruencia y exhaustividad. Sus alcances para garantizar el derecho de acceso a la información. De conformidad con el artículo 3 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, de aplicación supletoria a la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en términos de su artículo 7; todo acto administrativo debe cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad. Para el efectivo ejercicio del derecho de acceso a la información, la congruencia implica que exista concordancia entre el requerimiento formulado por el particular y la respuesta proporcionada por el sujeto obligado; mientras que la exhaustividad significa que dicha respuesta se refiera expresamente a cada uno de los puntos solicitados. Por lo anterior, los sujetos obligados cumplirán con los principios de congruencia y exhaustividad, cuando las respuestas que emitan guarden una relación lógica con lo solicitado y atiendan de manera puntual y expresa, cada uno de los contenidos de información.”

Se dice lo anterior, toda vez que el sujeto obligado, al momento de emitir la respuesta a la solicitud de acceso a la información pública no realizó la declaración formal de inexistencia, con los elementos establecidos en los artículos 160 y 161, de la Ley de la materia, en concatenación que el sujeto obligado fue omiso en orientar de manera precisa al recurrente, con la información de sujeto obligado que pudiera contener la información solicitada por el recurrente.
6.5. Sentido de esta resolución.

En las condiciones anotadas, lo procedente es que esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública de conformidad con el artículo 175, fracción III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado modifica el acto impugnado, y conmina al sujeto obligado para efectos de que:

· Realice y notifique al recurrente, la resolución emitida por el Comité de Transparencia del Sujeto obligado, por medio de la cual se determine que la información solicitada resultó inexistente, para lo cual, de manera fundada y motivada deberán demostrar las circunstancias de modo, tiempo y lugar que derivaron en la inexistencia.
· Aunado a lo anterior, en atención al principio de máxima publicidad, así como el de mayor beneficio, el sujeto obligado deberá otorgar acceso a la documentación correspondiente a los instructores habilitados para realizar capacitaciones en las referidas unidades administrativas (por evento o de manera fija).
6.6. Precisiones de esta resolución.


De conformidad con la última parte del artículo 175 de la Ley de Transparencia está Comisión de Transparencia establece los siguientes términos para el cumplimiento de la resolución.

· En cuanto a lo ordenado, se reitera que la información debe de entregarse en la modalidad solicitada.
6.7. Plazo de diez días hábiles para el cumplimento de esta resolución.

Con fundamento en el artículo 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, este órgano colegiado le concede al sujeto obligado el plazo de diez días para la entrega de la información, plazo que es el que está Comisión de Transparencia considera que es suficiente, ya que es el máximo autorizado por el citado precepto.

6.8. Informe sobre el cumplimento a la resolución dentro del plazo de tres días hábiles.

De conformidad con el artículo 177, segundo párrafo, el sujeto obligado deberá de informar a esta Comisión de Transparencia el cumplimento a la presente resolución en un plazo que no deberá de exceder de tres días siguientes a los diez días que tiene para la entrega de la información en donde justificará con los documentos necesarios el cumplimento a lo aquí ordenado.
 6.9. Medida de apremio en caso de incumplimiento a la resolución.

Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública apercibe al ente obligado que, en caso de no acatar la presente resolución, podrá ser acreedor de alguna de las medidas de apremio establecidas en el artículo 190 de la Ley de Transparencia, en virtud de que este órgano colegiado debe de garantizar el debido cumplimiento al derecho humano de acceso a la información pública.  

RESOLUTIVOS 

Por lo expuesto y fundado, SE RESUELVE:

UNICO. Esta Comisión Estatal de Garantía y Acceso a la Información Pública modifica la respuesta del ente obligado por los fundamentos y las razones desarrolladas en el considerando sexto de la presente resolución.
Notifíquese; por oficio a las autoridades y a la recurrente por el medio que designó.

Así, por unanimidad de votos lo resolvió la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, integrada por los Comisionados Licenciados Mariajosé González Zarzosa, David Enrique Menchaca Zúñiga, Presidente, José Alfredo Solis Ramírez, siendo ponente el último de los nombrados, quienes, en unión de la Licenciada Rosa María Motilla García, Secretaria de Pleno que da fe, firman esta resolución.    
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